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Chile enfrenta una discusión larga-
mente postergada: cómo organizar
el descanso remunerado. Hoy, el

país cuenta con una configuración fuerte-
mente arraigada en tradiciones históricas y
religiosas, que limita la capacidad de los
trabajadores de autogestionar su tiempo
libre y genera importantes costos económi-
cos.
Un reciente estudio del OCEC UDP anali-
za este fenómeno. Para 2025, Chile esta-
bleció por ley 19 feriados nacionales, tres
de ellos de carácter electoral, que lo
ubican en el quinto lugar entre los países
con mayor número de feriados nacionales
a nivel mundial. Al sumar los 15 días de
vacaciones pagadas, el país presenta una
estructura inusual frente a economías
avanzadas y el promedio global: más de la
mitad del descanso remunerado (56%)
proviene de feriados fijados por ley y no
de vacaciones administradas por los
propios trabajadores.
Para 2025, las pérdidas económicas
asociadas a los feriados alcanzarán
US$1.490 millones (0,44% del PIB), cifra
que podría subir a US$1.572 millones si se
declara feriado el 17 de septiembre. En
años con alta concentración de festivos
en días laborales, como 2029, el costo
agregado podría bordear US$2.300
millones (0,62% del PIB). Estos efectos
recaen con mayor fuerza sobre las mip-
ymes y sobre trabajadores en condicio-
nes más precarias, quienes no pueden
reorganizar fácilmente su descanso ni
absorber la pérdida de ingresos.
Los feriados son instancias de encuentro,
cohesión e identidad que forman parte de
nuestra tradición, y también impulsan
actividades como el turismo interno y la
gastronomía. Sin embargo, estos benefi-
cios no compensan el costo agregado ni
la rigidez que imponen al mercado laboral.
Una alternativa razonable es redistribuir
parte de los feriados hacia días adiciona-
les de vacaciones legales pagadas, pre-
servando las festividades de mayor rele-
vancia cultural o religiosa. Este rediseño
permitiría a los trabajadores acceder a
períodos de descanso más largos y plani-
ficables, y contribuiría a mejorar su salud,
productividad y conciliación laboral-fami-
liar. Para las empresas, significaría mayor
continuidad operativa y menores pérdidas,
fortaleciendo la competitividad del país.
Preservar nuestras tradiciones más signi-
ficativas y, al mismo tiempo, rediseñar el
calendario laboral con criterios de bienes-
tar y productividad es una tarea que Chile
no debería seguir postergando.

Vacaciones y
feriados: oneroso
desbalance

El debate sobre seguridad en Chile
continúa centrado casi exclusiva-
mente en la reacción frente al delito

ya consumado. Políticos y opinión públi-
ca suelen ocuparse cuando sus conse-
cuencias negativas son evidentes, como si
se tratara de una enfermedad a la que se
llega tarde y que, por lo mismo, requiere
remedios urgentes. 

Esta lógica, además de limitada, es
funcional: hablar de soluciones una vez
que la delincuencia se ha desplegado per-
mite ofrecer respuestas inmediatas, aun-
que ilusorias. La evidencia muestra que,
en esa fase, los remedios no existen; lo
único posible es reducir los daños y costos
asociados.

De ahí que la prevención, aunque ca-
rezca de atractivo comunicacional o elec-
toral, constituya una inversión mucho
más efectiva. La idea central es sencilla: es
preferible que el delito no llegue a ocurrir.
Pero este principio básico se difumina
una y otra vez en el debate público, espe-
cialmente en períodos electorales, donde

predominan propuestas tan populares
como ineficaces: trancar la puerta girato-
ria, levantar cárceles flotantes o endure-
cer penas.

Pensar seriamente en prevención
exige políticas sociales de corto, mediano
y largo plazo, con foco en las comunida-
des vulnerables donde se incuban tra-
yectorias delictivas. Su-
pone interrogarse por
qué un niño o niña con-
cluye que su única alter-
nativa vital es el narco-
tráfico, o por qué cree
que, dado que tendrá
una vida breve, lo razo-
nable es vivirla como un
bandolero. 

Evitar el reclutamiento de niños, ni-
ñas y adolescentes por parte del crimen
organizado debería ser parte central de la
política de Estado. La evidencia compa-
rada es clara: el reclutamiento de niños,
niñas y adolescentes por bandas asegura
trayectorias largas y complejas de crimi-
nalidad, las cuales luego son muy difíci-
les de revertir.

Este desafío se agrava en el caso de la
niñez y adolescencia migrante, que en-
frenta condiciones de vulnerabilidad aún

mayores. Familias en situación irregu-
lar suelen quedar al margen de las opor-
tunidades legales y de la protección es-
tatal, generando un espacio que el cri-
men organizado aprovecha para ofrecer
sustento, pertenencia e identidad. 

Allí donde el Estado se retrae, las
organizaciones criminales ocupan su

lugar. En consecuencia,
una política social de
prevención no puede
estar desligada de una
política migratoria cla-
ra, que combine recep-
ción e integración con
vías de regularización
efectivas.

La seguridad no se construye solo
con cárceles ni con policías. Requiere
una estrategia preventiva que incluya
programas sociales sostenidos, políti-
cas educativas y laborales, y marcos mi-
gratorios que reduzcan la vulnerabili-
dad. Si el objetivo es disminuir el delito,
el camino más efectivo es aquel que evi-
ta su gestación. Invertir en prevención
con todas las herramientas del Estado
es, a la vez, un imperativo ético y una
necesidad práctica para fortalecer
nuestra convivencia democrática.

Prevención, migración y seguridad
Pablo Carvacho 
Director Laboratorio UC
Seguridad y Justicia

“Si el objetivo es
disminuir el delito,
el camino más
efectivo es aquel
que evita su
gestación”.

El mercado laboral en Chile atraviesa
un período complejo, con señales
preocupantes que desafían hasta

cierto punto las interpretaciones conven-
cionales. En primer lugar, el desempleo se
ha estancado en niveles preocupante-
mente altos. Si comparamos la situación
actual con otros ciclos de crecimiento
económico similar, la tasa de desocupa-
ción es la más elevada desde la crisis sub-
prime de 2008-2009, excluyendo la pan-
demia. Esto alerta sobre una debilitada
capacidad de la economía para generar
puestos de trabajo. 

El cambio tecnológico puede tener un
rol para comprender la situación. En Esta-
dos Unidos, tras la gran recesión de 2009,
se produjo una mayor sustitución de traba-
jadores por sistemas de automatización,
generando una recuperación de la produc-
ción sin aumento del empleo, lo que se lla-
mó "jobless recovery" (Hershbein & Kahn,
2018; Jaimovich & Siu, 2020).

Faltan estudios para Chile que eva-

lúen esta posibilidad, aunque anecdóti-
camente se puede constatar la gradual
desaparición de sucursales de atención
al público en diversos servicios y la re-
ducción de cajeros en el retail.

Un segundo punto crítico es la tasa
de ocupación, es decir, la proporción de
personas en edad de trabajar que efecti-
vamente tienen un empleo. Este indica-
dor se mantiene por de-
bajo de los niveles previos
a la pandemia, especial-
mente en hombres, jóve-
nes y personas mayores
de 55 años. Esclarecer las
causas del fenómeno re-
quieren investigación se-
ria. Por ejemplo, la ins-
tauración de la Pensión
Garantizada Universal
(PGU) en 2022 podría es-
tar influyendo en la me-
nor participación laboral de los mayores
de 65 años, ya que el mayor ingreso que
implica reduce la búsqueda de empleo.

Finalmente, la evolución de la infor-
malidad laboral es una pieza difícil de en-
cajar en este rompecabezas. La evidencia
muestra que el flujo de personas desde la

inactividad hacia la ocupación informal
ha disminuido. Una posible explicación
es que quienes ingresan al mercado la-
boral priorizan la búsqueda de empleo
formal por sobre el empleo por cuenta
propia. El aumento del salario mínimo y
la futura reducción de la jornada laboral
podrían estar haciendo más atractivas las
condiciones de la formalidad en un esce-

nario en que las vacantes
disponibles han mostra-
do una tenue recupera-
ción como muestra el in-
forme SABE del primer
semestre 2025.

En síntesis, el mer-
cado laboral chileno es
un paciente con sínto-
mas complejos y está en
observación clínica. La
persistencia de un de-
sempleo elevado y un

empleo débil, con una informalidad
preocupante, mientras avanza la auto-
matización notoriamente. El tratamien-
to requiere políticas públicas innovado-
ras que incentiven el empleo, moderen
el aumento de costos laborales, y ayu-
den a aumentar la productividad.

Mercado laboral en observación
Benjamín Villena R 
Profesor asociado IPE-UNAB e
investigador LM2C2 y MIPP

“La instauración
de la PGU en 2022
podría estar
influyendo en la
menor
participación
laboral de los
mayores de 65
años”.
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